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Exp. 1007/2025-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1007/2025/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: TITULAR DEL ORGANO INTERNO DE CONTROL DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO: EL LICENCIADO **********, AUTORIDAD RESOLUCTORA DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL DE LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a doce de agosto de dos mil veintiséis. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1007/2025/2, promovido por el C. **********, contra actos del Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado; y el Licenciado ********** Autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diez de septiembre de dos mil veinticinco, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada al Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado; y el Licenciado ********** Autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, y señalando como acto impugnado el que a continuación se precisa:
“Interpongo el presente juicio de nulidad en contra del acto de autoridad, solicitando se declare la nulidad del mismo, consistente en: Resolución de fecha 16 de junio del 2025, emitida por el C. LIC. **********, en su calidad de autoridad resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, por el que se resuelve en definitiva el del expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa número **********, promovido por el C. LICENCIADO ********** en su carácter de Autoridad Investigadora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, derivado de la queja interpuesta por la ciudadana **********. Y de la resolución del expediente del recurso de Revocación Interpuesto por el suscrito de fecha 18 de agosto del 2025, notificado a esta parte el día 21 de agosto el 2025, dentro del expediente **********, misma que anexo en original para los efectos legales correspondientes, donde CONFIRMA, la resolución recaída en el expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa de fecha **********. 

II.-  Mediante proveído de fecha veintidós de septiembre de dos mil veinticinco, se tuvo por admitida la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la misma, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con se encontraran relacionados, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
III.- Mediante auto dictado en fecha tres de noviembre de dos mil veinticinco, se tuvo a las diversas autoridades demandadas por interponiendo incidente de nulidad de notificaciones, en contra de la notificación llevada a cabo el veinticuatro de octubre de dos mil veinticinco, en virtud de que el auxiliar jurisdiccional de este Tribunal en la actuación que llevó a cabo en dicha fecha, relativa a la notificación del auto de admisión de demanda que ordenó emplazar a juicio a las autoridades demandadas, omitió correr traslado con las copias de la demanda y sus anexos; y toda vez que a nada conduciría admitir el incidente planteado en razón de que este sería procedente, se consideró no admitirlo, lo anterior a efecto de no retrasar la substanciación del procedimiento y continuar con el juicio y subsanara la omisión antes señalada, por lo que se ordenó al actuario adscrito llevara a cabo la notificación y emplazamiento a juicio, ordenados en el auto de admisión de demanda.

IV.- Mediante auto de fecha veintisiete de enero de dos mil veintiséis, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda y por objetando las pruebas ofrecidas por la parte actora, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora.

Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tienen por ofrecidas y admitidas como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora, se le tuvo por admitidas las siguientes:

1.- Acta de hechos de fecha veintidós de noviembre de dos mil veintitrés. 

2.- Oficio **********, a través de la cual se resuelve en definitiva el expediente de presunta responsabilidad **********. 

3.- Oficio **********, a través de la cual se resuelve el recurso de revocación interpuesto por la parte actora en contra de la resolución definitiva el expediente de presunta responsabilidad **********. 

4.- El total de las constancias que integran el expediente de responsabilidadadministrativa **********, etapa de investigación y etapa de substanciación; así como la reproducción certificada del expediente correspondiente al recurso de revocación; **********; exhibidos en copia certificada por las autoridades demandadas.
5.- En cuanto a la testimonial que ofrece a cargo de las Ciudadanas **********, toda vez que fue omiso en exhibir el o los interrogatorios correspondientes a dicha prueba; se requirió a la parte actora para que en el término de cinco días exhibiera  el o los interrogatorios correspondientes a la prueba testimonial que ofrece; apercibido que de no cumplir con dicho requerimiento se le tendría por no admitida la prueba testimonial ofertada por su parte. 
6.- Por lo que toca al video que ofrece que refiere se acompañaron al Informe de Presunta Responsabilidad y que obra en el expediente de responsabilidad administrativa; este video se admite como prueba documental.

7.- La presuncional legal y humana.

8.- La instrumental de actuaciones.

A las autoridades demandadas se les tuvo por admitidas las siguientes: 

1.- Copia certificada de sus nombramientos que anexaron a sus contestaciones de demanda.

2.- Copia certificada de las constancias que integran el expediente de responsabilidad administrativa número **********, etapa de investigación y etapa de substanciación; así como la reproducción certificada del expediente correspondiente al recurso de revocación;  **********.

3.- La instrumental de actuaciones.

4.- La presuncional legal y humana.
V.- Mediante auto dictado con fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiséis se tuvo a la parte actora por contestando el requerimiento formulado en el auto dictado el veintisiete de enero de dos mil veintiséis y por exhibiendo el interrogatorio requerido; de los cuales de una lectura a los mismos se advirtio que los cuestionamientos que ahí formula y relacionados con los hechos que pretende probar el actor, se encuentran contestados a través del desahogo de las pruebas testimoniales que se llevaron a cabo en la audiencia de fecha catorce de enero de dos mil veinticinco, dentro del expediente de responsabilidad administrativa número **********; por lo que resulta innecesario su desahogo. 
Así mismo, se señalaron las once horas del dieciocho de junio de dos mil veintiséis para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita.

VI.- En la fecha y hora indicada tuvo verificativo la audiencia final, sin la asistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda y de contestación y asimismo hizo una relación de las constancias de autos, señalando las pruebas documentales ofrecidas por las partes, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes ofrecidas y admitidas, en tiempo dada su propia naturaleza. Enseguida el secretario de Acuerdos hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. Acto continuo en periodo de alegatos, se certificó que no se formularon por las parte; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo. 
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIV y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de  San Luis Potosí, con el documento original de la cedula de notificación de la resolución dictada dentro del Recurso de Revocación del expediente **********, de fecha dieciocho de agosto de dos mil veinticinco; y de la resolución del expediente **********, las cuales obran a fojas de la 21 a la 48 del expediente en el que se actúa.

En cuanto a la personalidad de las autoridades demandadas; los CC. **********con el carácter de Titular y Autoridad Resolutora respectivamente, del Órgano Interno de Control de San Luis Potosí, acreditaron dicha personalidad con la copia certificada del nombramiento expedido en su favor que obran agregadas a fojas 61 y 62 de autos. 
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

“Interpongo el presente juicio de nulidad en contra del acto de autoridad, solicitando se declare la nulidad del mismo, consistente en: Resolución de fecha 16 de junio del 2025, emitida por el C. LIC. **********, en su calidad de autoridad resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, por el que se resuelve en definitiva el del expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa número **********, promovido por el C. LICENCIADO ********** en su carácter de Autoridad Investigadora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, derivado de la queja interpuesta por la ciudadana **********. Y de la resolución del expediente del recurso de Revocación Interpuesto por el suscrito de fecha 18 de agosto del 2025, notificado a esta parte el día 21 de agosto el 2025, dentro del expediente **********, misma que anexo en original para los efectos legales correspondientes, donde CONFIRMA, la resolución recaída en el expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa de fecha **********. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la accionante en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que la diversa autoridad demandada Titular del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del  Estado, al contestar la demanda hace valer como excepción y defensa, la de improcedencia de la acción, alegando que la resolución impugnada se dictó en total apego a la legalidad, al estar debidamente fundado y motivado; así mismo, hace valer la defensa de Sine Actione Agis, en virtud de que al ser parte actora, la que pretende la nulidad de la resolución del recurso de revocación número **********de fecha dieciocho de agosto de dos mil veinticinco del expediente administrativo de responsabilidades número **********, le corresponde probar la supuesta ilegalidad de la que según su dicho, está revestido el acto que combate.

Por otra parte la diversa autoridad demandada Autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, al momento de producir su contestación de demanda, hace valer las excepción y defensa consistente en la improcedencia de la acción de la parte actora, toda vez que tanto la resolución del expediente administrativo de responsabilidades número **********, así como del recurso de revocación número ********** de fecha dieciocho de agosto de dos mil veinticinco, actos que se dictaron en total apego a la legalidad, al estar debidamente fundados y motivados; así mismo hace valer la defensa de Sine Actione Agis, en virtud de que al ser la parte actora, la que pretende la nulidad de las resoluciones impugnadas, le corresponde probar la supuesta ilegalidad de la que según su dicho, están revestidos los actos combatidos.
No obstante lo argumentado por las enjuiciadas en su contestación de demanda; esta Sala Unitaria considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproduce a continuación: 

No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Por otra parte, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna que se haga valer de oficio, por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja de la 4 a la 14 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- En primer término se debe de manifestar que la parte actora en su escrito de demanda, hace valer un único concepto de impugnación, sin embargo el mismo contiene diversos, por lo que se estudian de la siguiente manera:
I.- Que la parte actora desempeñaba las funciones de Director de Base de la Escuela Primaria **********, y que hasta el día cinco de julio de dos mil veinticuatro le fue notificado que se emitido dictamen número **********, en donde se decía que como “ASUNTO SE RESUELVE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO INSTAURADO A LOS TRABAJADORES PROF. **********, LA DRA. ********** Y LA MTRA. ********** en los autos del  expediente ********** derivado del procedimiento instaurado al Prof. **********, la Mtra. ********** y la Dra. **********”, con lo que indebidamente y de manera arbitraria sin responsabilidad alguna fue sancionado con un cese en sus funciones, por lo que ya fue sancionado por la Secretaría de educación del Gobierno de Estado, por lo que, este proceso tendría como efecto una doble sanción que consideró lesiva de sus derechos, que para el día dieciocho de septiembre del dos mil veinticuatro el licenciado ********** recibió mediante oficio ********** el informe de presunta responsabilidad administrativa y en donde ya no se encontraba laborando para la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, pues ya se le había cesado,  por lo que en la inhabilitación en el cargo resulta ya de carácter inútil, puesto que se encuentra separado del servicio desde hace más de un año y no tiene el carácter de servidor público.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
En primer término se debe de manifestar que obra en el tomo I a fojas de la foja 400 a la 416 del presente expediente, el dictamen número **********, emitido por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado,  en el cual se resuelve el procedimiento administrativo instaurado a diversos trabajadores entre los que se encuentra la parte actora del juicio, y en donde se le impone la sanción disciplinaria consistente en el CESE JUSTIFICADO Y/O TERMINO DE EFECTOS DE SU NOMBRAMIENTO, procedimiento que se realizó en base a lo dispuesto por el artículo 55 fracción I, 56 y 57 de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí.

Por otra parte, se debe de determinar que en la resolución en este acto impugnada, con número de expediente **********, emitida por la autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, documental que obra a foja de la 32 a la 48 del expediente en el que se actúa, se resolvió que la parte actora incurrió en el supuesto de Faltas Administrativas No Graves previstas en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sancionándolo con una inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas por un año.
De lo anteriormente referido, se tiene que contrario a lo manifestado por la parte actora del juicio no se le está poniendo una doble sanción por los mismos hechos, ello en virtud de que como ya se manifestó se le fincaron sanciones en dos procedimientos totalmente distintos, uno formado en base a la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, mismo que fue resuelto por el Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; y el otro determinándole que incurrió en el supuesto de Faltas Administrativas No Graves previstas en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, emitida por la autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado; es decir, se trata de dos procedimientos totalmente distintos. 
II.- En la segunda parte del único concepto de impugnación vertido por la parte actora medularmente manifiesta que se le ceso en el cargo del que fue objeto indebidamente, siendo que nunca apareció acreditada que la persona del menor de identidad reservada haya sufrido un daño en su integridad, no aparece ningún dictamen médico que señale que fue violentado de manera alguna, ni ningún dictamen pericial oficial de carácter psicológico que lo acredite en el expediente, que la sanción que se le impuso debe incluso considerarse que al ya no ser servidor público esta no se le puede aplicar.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria el concepto de impugnación que en este acto se resuelve, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de manifestar que en la resolución en este acto impugnada, con número de expediente **********, emitida por la autoridad Resolutora del Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, documental que obra a foja de la 32 a la 48 del expediente en el que se actúa, se resolvió que la parte actora incurrió en el supuesto de Faltas Administrativas No Graves previstas en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, sancionándolo por haberse acreditado su omisión en la implementación de los protocolos de prevención, detección actuación en casos de acoso escolar, abuso sexual infantil y maltrato en las escuelas de educación básica, lo cual dejo en clara indefensión al menor de edad afectado, señalando que dichos protocolos deben activarse al menor indicio de abuso y que los mismos no se encuentran supeditados a condición o petición alguna, ya que lo anterior violenta el interés superior del menor, aunado a que incumplió con lo establecido en los Protocolos de Prevención y Atención de las Violencias en la Escuela publicados por la Secretaría de Educación Pública en lo tocante al punto de Acciones específicas para la prevención de las violencias en la escuela.
Por otra parte se debe de manifestar, que tal y como se señaló en el considerando anterior, a la parte actora se le impusieron dos infracciones totalmente distintas, una consistente en el cese de sus funciones en base a la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí; y la otra consistente en una falta no grave en base la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
III.- En la tercera parte del único concepto de impugnación vertido por la parte actora medularmente manifiesta que no existió denuncia formal que activara protocolos, dado que jamás la hubo por parte de la madre del menor, que indebidamente el órgano de control interno, no considera que fue hasta noviembre veintiuno del dos mil veintitrés, que la supervisión de la zona escolar de manera casual conoce de que existe una denuncia penal en contra del trabajador **********, por lo que inmediatamente se dicta las medidas en conjunto con el director de la escuela, que ya para entonces debe señalarse había dictado medidas de protección hacia los menores.

Que ante la falta de una denuncia formal no podían aplicarse los protocolos pertinentes, que quien conocía de esta denuncias y quejas, era la Fiscalía, la madre del menor y la Unidad de Asuntos jurídicos y Derechos Humanos de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, desde el mes de noviembre del dos mil veintitrés, no así la parte actora.
Que realizó acciones preventivas como el retiro del investigado con supervisión escolar, además de que se retiró al trabajador en cuanto se supo de la denuncia formal ante la fiscalía previo a ello se realizaron acciones para proteger a los menores.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En primer término se debe de referir que en el informe pormenorizado emitido por la parte actora a la Supervisora Escolar Zona ********** mismo que obra a fojas de la 107 a la 111 del tomo I del expediente en el que se actúa, se advierte de su contenido que el veintidós de septiembre de dos mil veintitrés le informó la maestra de grupo de primer grado que una madre de familia le hizo una consulta por llamada telefónica a las 4:30 pm donde la Señora **********, pregunta sobre si su hijo había presentado problemas para ir al baño a lo que la titular le comento que no había ido al baño en todo el día, pero la madre de familia le comenta a la titular del grupo que su hijo se había hecho en su bóxer.

Que el día sábado veintitrés de septiembre, se efectuó una segunda llamada por parte de la madre del menor y de la abuela materna, la señor ********** quienes preguntan sobre quién es **********ya que el menor comento haber jugado con él al doctor, y con el maestro ********** un maestro practicante, que efectivamente habían jugado a un juego de la “O”, juego que se practicó en la cancha del plantel con todos los compañeros de Grupo y en compañía del Titular y Responsable del Grupo, que la abuela materna Señor ********** comenta que su nieto presenta conductas extrañas y que seguiría investigando y que buscaría ayuda de un especializta para analizar los cambios y conducta del menor.

Acta de hechos, de fecha lunes veinticinco de septiembre de dos mil veintitrés, misma que obra a foja 162 del tomo I del expediente en el que se actúa, mismo que se encuentra firmada por la Maestra de grupo y por la parte actora profesor **********, en donde se transcribe lo que en la parte que nos interesa:

“…

Se platicó con la señora **********, mamá de Pablo, alumno de primer grado de manera breve y rápida sobre lo que realizaron el día domingo, menciona que acudieron al SSA a valorar medicamente al niño, la señora me muestra un diagnóstico emitido por la Dra. **********donde menciona que se le realizó valoración médica exhaustiva donde se le aprecia un ligero desgarre en su ano que puede ser motivo de estreñimiento, por lo cual se le recomienda acudir con apoyo psicológico para esclarecer el diagnostico; al cual le tome una fotografía para tenerlo en el expediente.
Comenta que al llegar a la escuela y ver a ********** en la entrada con el filtro aplicando gel antibacterial a todos los alumnos ********** no mostró miedo o inseguridad; me pidió autorización para llevarse al niño en el transcurso de la mañana para realizar una valoración psiológica en el DIF de nuestro municipio.
…”
 Motivo de lo anterior, se desprende que la parte actora, tuvo conocimiento de los hechos que acontecieron respecto al menor de identidad reservada ********** con anterioridad a la aplicación de las medidas de protección a los menores, motivo por el cual resulta de infundado, el concepto de impugnación que en este acto se analiza.

IV.- En la cuarta parte del único concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, la parte actora medularmente manifiesta que el órgano de control interno no valoró todas las pruebas, no hizo un estudio de cada una de ellas ni de los elementos y alegatos que fueron vertidos por la parte actora. Que no permitió en su momento se interrogara a los testigos de manera adecuada, ya que no permitió que se le preguntara sobre su relación con el señor **********, pues de acreditarse que tenían una relación habría arrojado luz sobre los hechos de dicha investigación.
Por otra parte manifiesta que se violentó el debido proceso, puesto que el Juicio de Nulidad es un recurso legal para impugnar resoluciones administrativas que violen el marco jurídico, que cuando un Órgano Interno de Control de la Secretaría de Educación de un Gobierno Estatal incumple los plazos y términos en un expediente de Presunta Responsabilidad Administrativa se generan agravios significativos y se vulnera normas claves, tales como:
1.- Agravios causados por la violación de plazos y términos, entre los que se incluyen la vulneración del derecho de defensa, el quebrantamiento de la seguridad jurídica, la afectación al debido proceso, y la impunidad o injusticia material.
2.- Normas violentadas, el incumplimiento de plazos y términos viola múltiples normas jurídicas, el 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  el 34, 40 y 49 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas; los artículos 47 y 49 del Reglamento Interior de la Secretaria de Educación Pública; Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 8.
3.- Que las violaciones descritas pueden dar lugar a la nulidad del procedimiento administrativo por incumplimiento de formalidades esenciales, improcedencia de la sanciones.

Que lo anterior se traduce en violación al derecho de audiencia y debido proceso, falta de fundamentación y motivación, irregularidades en la valoración de la prueba, la aplicación errónea de la norma y el exceso en la determinación de la sanción.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación que en este acto se analizan, resultan ser inatendibles, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:

En principio es de señalarse que atentos al contenido del artículo 248, párrafo segundo, del Código Procesal Administrativo para el Estado, los actos que emiten las autoridades administrativas gozan de la presunción de estar emitidos conforme a la normatividad, esto es, de haberse apegado a la legalidad.

Bajo ese orden, corre a cargo del justiciable destruir esa presunción de legalidad conforme a los argumentos de invalidez planteados en su demanda, argumentos que no necesariamente deben exponerse de manera silogística sino que deben contener la expresión mínima que indique el motivo de dolencia o inconformidad con el acto que se controvierte, el cual debe permitir al Juzgador pasar por el tamiz de control legal al dicho acto.

Se insiste que, si bien en el juicio contencioso administrativo no es exigible que los demandantes expresen argumentos de nulidad o conceptos de impugnación a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pues a ellos corresponde exponer razonadamente por qué estiman irregulares o ilegales los actos que demandan, sin embargo, ello no implica que los argumentos que aduzcan se refieran a cuestiones generales o dogmáticas a modo que se omita señalar la violación o agravio producido por el acto impugnado.

En ese tenor, si del análisis a los agravios en estudio se desprende que el accionante no revela la violación o agravio que le provocó el acto impugnado, sino que por el contrario, solo establece consideraciones dogmáticas relacionadas con el deber ser de los actos de las autoridades, pero sin precisar cual o que requisito incumplió la autoridad demandada, es evidente que los argumentos resultan ambiguos y superficiales, razón por la cual procede calificarlos de inoperantes, al no concretarse la causa de pedir y por ende, resulta inatendible.

En ese sentido, de la precisión anterior se obtiene que los conceptos de impugnación en estudio devienen inoperantes, lo anterior porque en ellos, la accionante no estableció argumento tendente a evidenciar lo ilegal o irregular del acto impugnado, sino que solo se limitó a realizar meras afirmaciones dogmáticas sin precisar de manera concreta la causa de pedir, la lesión o agravio que de modo particular le generara el acto administrativo, por lo que no hay materia para analizar conforme a sus exposiciones, la ilegalidad del actuar de la enjuiciada.

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio que enseguida se transcribe:
Registro digital: 173593, 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 
Materias(s): Común, Tesis: I.4o.A. J/48, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 
Tomo XXV, Enero de 2007, página 2121, 
Tipo: Jurisprudencia
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES. Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la LEGALIDAD y VALIDEZ de la resolución del expediente de presunta responsabilidad administrativa número **********, así como de la resolución del recurso de revocación **********.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y XIV, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado resultó competente para resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la legalidad y Validez de la resolución de la resolución del expediente de presunta responsabilidad administrativa número **********, así como de la resolución del recurso de revocación **********, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el Considerando Sexto de la presente sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por correo electrónico a la autoridad demandada. 

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
